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Actividades económicas en parques nacionales: Regulación y jurisprudencia
Los áreas protegidas pueden clasificarse según admitan o no usos de los elementos ambientales. La calificación de los parques nacionales ha sido debatida: 

· Una interpretación sostiene la legalidad de las actividades económicas, previa evaluación ambiental. Se fundamenta en el artículo 10, letra p) de la Ley Nº 19.300. Asimismo, se desprende de la autorización de actividades específicas (v.gr.: Minera), en la medida que se reúnan los requisitos legales.

· Otra interpretación afirma la imposibilidad de desarrollar actividades económicas. Esta posición se apoya en el artículo III de la Convención de Washington. Asimismo, en una lectura íntegra de la Ley Nº 19.300, como en las prohibiciones expresas de pesca y acuicultura. 

A partir del 2005, la Corte Suprema ha afirmado la legalidad de las actividades económicas, en la medida que se sometan a evaluación ambiental. Esta posición se enfrenta a la jurisprudencia administrativa, que ha excluido actividades de pesca y acuicultura.
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Introducción

Se analiza la posibilidad de realizar actividades económicas en parques nacionales. Para estos efectos, se ha considerado tanto el régimen general aplicable, como las disposiciones especiales referidas a esta clase de espacios naturales protegidos. En cada uno de estos ámbitos, se señala la interpretación judicial y administrativa sostenida. 

I. Concepto y regulación
Las áreas protegidas han sido definidas en el artículo 2 Nº 2 del Convenio sobre la Diversidad Biológica
 como "un área definida geográficamente que haya sido designada o regulada y administrada a fin de alcanzar objetivos específicos de conservación". Los parques nacionales corresponden a un tipo de área protegida. La Convención de Washington de 1967 para la Protección de la Flora, Fauna y de las Bellezas Escénicas
 los define como "las regiones establecidas para la protección y conservación de las bellezas escénicas naturales y de la flora y la fauna de importancia nacional, de las que el público pueda disfrutar mejor al ser puestas bajo la vigilancia oficial" (artículo I Nº 1).

Sin embargo, la regulación de los parques nacionales no sólo se comprende en un único cuerpo legal. En rigor, tres cuerpos legales diversos contemplan la posibilidad de establecer parques nacionales, constituyendo, por tanto, la fuente jurídica de tales tipologías. Estos cuerpos legales son: 

· Convención de Washington de 1967 para la Protección de la Flora, Fauna y de las Bellezas Escénicas;

· Decreto Ley Nº 1.939, que establece normas sobre adquisición, administración y disposición de bienes del estado; y

· Decreto supremo Nº 4.363 de 1931 del Ministerio de Bienes Nacionales
.

En general, la referencia a la tipología se entiende en relación al régimen de la Convención de Washington de 1967. No obstante, estos otros dos cuerpos legales también contemplan la creación de estas figuras, en ocasiones con objetivos diversos y contradictorios. Así, por ejemplo, mientras las actividades económicas son prohibidas en virtud de la Convención de Washington de 1967, ellas son admitidas por el artículo 10 del Decreto Supremo Nº 4.363 de 1931 del Ministerio de Bienes Nacionales, que autoriza a la Corporación Nacional Forestal para: “establecer y cobrar derechos y tarifas por el acceso de público a los Parques Nacionales y Reservas Forestales que él determine, y por la pesca y caza en los lugares ubicados dentro de esos Parques y Reservas. Los dineros y productos que se obtengan ingresarán al patrimonio de dicho servicio”.

II. Actividades económicas y parques nacionales
Las áreas protegidas tienen por objeto regular las relaciones del hombre con su entorno y no de los sujetos privados entre sí
. Por ello, suponen un ordenamiento de Derecho público, exorbitante y destinado a reglar las conductas admitidas de manera más estricta. Estas limitaciones han sido reglamentadas según el área o las actividades de que se trate. 

1. Limitaciones por área

Tanto la Convención de Washington como la Ley Nº 19.300, Bases Generales del Medio Ambiente, contemplan limitaciones de actividades económicas en parques nacionales. 

a) Convenio de Washington de 1967

El artículo III del Convenio establece que las riquezas existentes en los parques nacionales no se explotarán con fines comerciales. Asimismo, prohíbe "la caza, la matanza y la captura de especímenes de la fauna y la destrucción y recolección de ejemplares de la flora en los parques nacionales, excepto cuando se haga por las autoridades del parque o por orden o bajo vigilancia de las mismas, o para investigaciones científicas debidamente autorizadas".

A partir de esta disposición, los parques nacionales pueden ser calificados jurídicamente como áreas protegidas sin usos. Ello, en oposición a otros espacios protegidos -denominados: de uso múltiple- que admiten la utilización contemporánea de un área o de un recurso para una variedad de propósitos compatibles con el objetivo de protección ambiental
.

b) Ley 19.300, Bases Generales del Medio Ambiente

La Ley Nº 19.300, establece diferentes instrumentos de protección ambiental. Entre otros, el Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, procedimiento administrativo especial, destinado a valorar los impactos ambientales de determinados proyectos o actividades para efectos de autorizar o negar su ejecución. 

En materia de áreas protegidas, el artículo 10 letra p) de la Ley Nº 19.300 dispone expresamente el sometimiento de proyectos y actividades en parques nacionales. Por su parte, el artículo 11 d) de dicho cuerpo legal establece, en tales casos, una evaluación vía estudio de impacto ambiental.

Considerando la referencia expresa a parques nacionales en esta regulación, la Corte Suprema ha señalado “que es posible realizar proyectos u obras en parques nacionales y otras áreas protegidas. Lo exigido, conforme al marco jurídico que rige a esas unidades o áreas, es que la calificación favorable de tales proyectos sea precedida de una rigurosa evaluación de parte de la autoridad ambiental”
. 

La oposición entre la Convención de la Diversidad Biológica y la Ley Nº 19.300, Bases Generales del Medio Ambiente ha sido señalada por parte de los autores al afirmar que "la mayor contradicción de esta norma es ubicarse en una ley engendrada como directa consecuencia de la incorporación, en nuestro ordenamiento jurídico, del más importante acuerdo internacional en materia ambiental del siglo XX, nos referimos al Convenio sobre la Diversidad Biológica"
. 

Sin embargo, una solución interpretativa también ha sido sostenida. En este sentido, se señala que la oración final del artículo 10, letra p) de la Ley Nº 19.300 establece el deber de evaluar ambientalmente las obras, programas o actividades "en los casos en que la legislación respectiva lo permita". Como afirma Eduardo Correa: “se trata de una frase final que entrega un elemento adicional para la discusión”
. Por lo pronto, el tenor literal de la regulación es claro: si la legislación respectiva no lo permite (y en el caso de los parques nacionales, la Convención de Washington de 1967 no lo hace) dichas obras, programas o actividades no podrán ser evaluadas ambientalmente (y menos aún autorizadas).

2. Limitaciones por actividades 

Junto a las limitaciones anteriores, existen otros cuerpos legales referidos a las actividades en parques nacionales. Sin embargo, ellos no orientan su regulación en función del área (excluyendo toda actividad antrópica), sino en relación a actividades específicas que podrían eventualmente desarrollarse en estos espacios. Se comprende tanto la Ley Nº 18.892, General de Pesca y Acuicultura, como el Protocolo para la Conservación y Administración de Áreas Marinas y Costeras Protegidas de Múltiples Usos y el Código de Minería.

c) Ley General de Pesca y Acuicultura

El artículo 158 de la Ley Nº 18.892, General de Pesca y Acuicultura, dispone: "Las zonas lacustres, fluviales y marítimas que formen parte del Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas del Estado, quedarán excluidas de toda actividad pesquera extractiva y de acuicultura"
. Los parques nacionales han sido integrados en el Sistema, conforme al artículo 3 de la Ley Nº 18.362, que establece: "El Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas del Estado estará integrado por las siguientes categorías de manejo: Reservas de Regiones Vírgenes, Parques Nacionales, Monumentos Naturales y Reservas Nacionales".

Sin embargo, la vigencia de la prohibición puede ser discutida, considerando que el Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas del Estado no ha entrado en funcionamiento
. Pese a ello, la jurisprudencia administrativa ha sostenido: “en lo que interesa al caso, cabe concluir, en esta parte, y contrariamente a lo manifestado por la Subsecretaría de Marina, que en virtud de lo dispuesto en el artículo 158 de la Ley General de Pesca y Acuicultura, según la modificación que le introdujera la Ley Nº 19.800, la regla general es que está prohibida toda actividad de acuicultura en las porciones de agua –sean zonas lacustres, fluviales o marítimas– de las áreas silvestres protegidas” (dictamen de la CGR, Nº 28.757 del año 2007).

d) Minería

El artículo V, letra b) del Protocolo para la Conservación y Administración de las Áreas Marinas y Costeras Protegidas del Pacífico Sudeste dispone: "En las áreas protegidas, cada Alta Parte Contratante establecerá una gestión ambiental integrada dentro de los siguientes lineamientos: (...) b) Prohibir las actividades relacionadas con la exploración y explotación minera del suelo y subsuelo del área protegida".

A partir de lo anterior, podría concluirse la prohibición de desarrollar actividades mineras en parques nacionales. Sin embargo, la legislación interna no ha desarrollado esta prohibición en un sentido armónico. 

En concreto, la regulación de estas actividades se contiene en los artículos 17, Nº 2 y 6 del Código de Minería. La primera de estas disposiciones requiere una autorización (escrita) del Intendente Regional, para ejecutar labores mineras en parques nacionales, reservas nacionales o monumentos naturales. Por su parte, el artículo 17, Nº 6 del Código de Minería eleva el requisito a una autorización del Presidente de la República, en caso que las labores se desarrollen en covaderas o lugares declarados de interés histórico o científico.

Por estas razones, se ha afirmado que más allá de los parques nacionales, reservas nacionales, monumentos naturales y lugares de interés histórico y científico –e incluso en ellos, en la medida que se reúnan los requisitos legales–, es jurídicamente admisible desarrollar la actividad minera en todo el resto del territorio nacional, incluidas las restantes tipologías de áreas protegidas
. Situación que puede entenderse en oposición a la exclusión de explotación con fines comerciales, conforme al artículo III de la Convención de Washington de 1967.

� Disponible en: � HYPERLINK "http://bcn.cl/tlcm" �http://bcn.cl/tlcm� (Agosto, 2012).


� Disponible en: � HYPERLINK "http://www.leychile.cl/Navegar?idNorma=125338" �http://www.leychile.cl/Navegar?idNorma=125338� (Agosto, 2012)


� Disponible en: � HYPERLINK "http://www.leychile.cl/Navegar?idNorma=19422" �http://www.leychile.cl/Navegar?idNorma=19422� (Agosto, 2012). Sin embargo, la vigencia de estas medidas puede discutirse en relación a i) su jerarquía reglamentaria y; ii) su temporalidad.


� Cfr Martín Mateo, Ramón, Manual de Derecho Ambiental (2a Edición, Madrid, Ed. Trivium, 1998), p. 63. En relación al Derecho ambiental, señala: “tiene (...) implicaciones y manifestaciones de Derecho Privado, pero su meollo es fundamentalmente público (...) Esto tiene que ser necesariamente así, ya que, como demuestra la praxis, el espontaneísmo no ha funcionado, el grave deterioro ambiental que padecemos no se hubiera producido si los individuos y los pueblos se hubieran comportado razonablemente en lo relacionado con la conservación de la biosfera”.


� Cfr Ortíz García, Mercedes, La Conservación de la Biodiversidad Marina: las Áreas Marinas Protegidas, 1a Edición, Granada, Ecorama, 2002, p. 170. Uno de los modelos de áreas protegidas de múltiples usos más difundidos corresponde a la figura de Reservas de Biósfera, por contemplar diferentes anillos concéntricos, cada uno de los cuales admite progresivamente una mayor cantidad e intensidad de actividad antrópica. 


� Sentencia de Corte Suprema, caratulada: José Cisternas Lara con Comisión Regional del Medio Ambiente (Corema), rol: 6397-2008.


� Eisendecher Bertín, Pablo, Regulación de las Áreas Silvestres Protegidas en Chile y la Inclusión de las Áreas Privadas de Conservación en la ley 19.300, en Revista de Derecho, 12 (2001).


� Cfr Correa Martinez, Eduardo, Ejecución de proyectos en áreas protegidas ¿Cuánta protección y cuánto desarrollo? IV Jornadas de Derecho Ambiental, Desarrollo Sustentable: Gobernanza y Derecho, Lexis Nexis, Santiago, 2008, p. 211


� Disponible en: http://www.leychile.cl/Navegar?idNorma=30265 (Agosto, 2012).


� La ausencia de vigencia ha sido señalada por el Tribunal Constitucional al afirmar, con ocasión del control de la constitucionalidad del proyecto de ley sobre recuperación del bosque nativo y fomento forestal, que: “esta declaración exige a esta Magistratura hacer presente a los Poderes Colegisladores la inconveniencia de la mantención de situaciones constitucionalmente anómalas como las aludidas y, especialmente en el presente caso, exhortar a S.E. la Presidenta de la República para que regularice la naturaleza jurídica de la CONAF procediendo a la dictación del Decreto Supremo a que se refiere el artículo 19 de la Ley Nº 18.348, publicada el año 1984, o empleando otro medio constitucionalmente idóneo que el Gobierno estime adecuado” (Rol Nº 1024-2008).


� Cfr Campusano Droguett, Raúl, Áreas protegidas y minería, en Desarrollo Sustentable, Gobernanza y Derecho. Actas de las Cuartas Jornadas de Derecho Ambiental, Santiago, Editorial Libromar, 2008, p. 90. El autor concluye: “es posible observar que en Chile la legislación ambiental que regula la materia es antigua, inconsistente o irrelevante. Todo indica la necesidad de modernizar esta legislación, haciéndola consistente con el resto de la legislación nacional y con la más moderna legislación internacional de protección de áreas especiales”.





Elaborado para la Comisión Permanente de Medio Ambiente y Bienes Nacionales del Senado.
Biblioteca del Congreso Nacional. Contacto: Pedro Harris Moya, Asesoría Técnica Parlamentaria. pharris@bcn.cl. Anexo: 3185. 7/8/2012.
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